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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación impetrada contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día doce (12) de diciembre del año anterior, a propósito de la acción promovida a través de apoderado, por el ciudadano HÉCTOR SALAZAR GUTIÉRREZ en contra de la Caja Nacional de Previsión Social -CAJANAL-.
2.- HECHOS

Manifiesta el abogado lo siguiente:

- El día veintiocho (28) de octubre de dos mil cinco (2005), su representado elevó solicitud de pago de retroactivo reconocido por CAJANAL según resolución No. 4517 del catorce (14) de julio de dos mil cinco (2005). 
- Al momento de instaurar la tutela, ya habían transcurrido más de los quince (15) días que la ley fija para esos eventos, sin que se hubiera producido decisión de fondo sobre el pedimento.

- Considera que CAJANAL violó el derecho de petición al no dar respuesta oportuna sobre la petición elevada. 

Solicita por tanto del Juez Constitucional que tutele la garantía aludida y por ende, ordene a CAJANAL, que dentro de los términos que se fijen, se decida la petición presentada.

3.-  FALLO

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en su providencia, tuvo en cuenta que si bien era cierto que el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo imponía un término de quince (15) días para resolver las peticiones, no lo era menos, que cuando se trataba de asuntos relacionados con pago de retroactivo, pensiones, en sus distintas modalidades y otros, la jurisprudencia de la Corte Constitucional a partir de una interpretación de las normas pertinentes, había fijado los términos que se aplicaban: En lo que hacía con pensiones de vejez e invalidez, reliquidación y reajuste de las mismas, era de cuatro (4) meses. Señaló que para el caso específico de la pensión de vejez, el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 establecía que los fondos de pensiones reconocerían la pensión en un término no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud. En todo caso, se dispondría de seis (6) meses para adoptar las medidas tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales.
En el caso particular, por tratarse del pago de un retroactivo, el plazo para resolver era de cuatro (4) meses y no de quince (15) días como lo entendía el accionante. Además, no se demostró situación de debilidad manifiesta o afectación del mínimo vital del afectado, para que pudiera considerarse el plazo fijado por la jurisprudencia para teles eventos. Para el momento del fallo, apenas habían transcurrido cuarenta y dos (42) días desde la fecha de presentación de la solicitud del pago del retroactivo y por consiguiente era preciso declarar la improcedencia de la tutela presentada.
6.- IMPUGNACIÓN 

La discrepancia del apoderado, radica en que en su concepto, el señor SALAZAR GUTIÉRREZ no estaba solicitando la reliquidación de la pensión -como lo había interpretado el despacho de primera instancia- para lo cual, si tendría que esperar los cuatro (4) meses. El pedimento, se refería era al pago de ese retroactivo que había sido reconocido por medio de la resolución No. 4157 del catorce (14) de julio de dos mil cinco (2005). Para ese momento, la Caja Nacional de Previsión había tenido más de cuatro (4) meses para la inclusión en nómina de los dineros que adeudaba a su poderdante. De todas maneras estimaba que no se podían confundir los términos estipulados por la Corte para decidir las pensiones de vejez, invalidez y reliquidación, con los establecidos en la Ley para decidir las peticiones que se eleven a la administración. Desde ese punto de vista, consideraba que el pedimento hecho estaba ajustado a derecho y la entidad demandada debió haber dado respuesta dentro de los quince (15) días siguientes, contados a partir del veintiséis (26) -sic- de octubre, fecha en que se elevó el derecho de petición.
Solicitó por consiguiente, la revocatoria de la decisión impugnada para que en su defecto se tutelara el derecho fundamental de petición, para que CAJANAL procediera a dar respuesta de fondo sobre lo solicitado por su representado.

7.- SE CONSIDERA

Existe competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y 1º del decreto 1382 de 2000. 

Encuentra la Sala en el presente evento, una serie de confusiones que es preciso aclarar en este momento, porque servirán de base para la decisión que se va a adoptar.
Los términos a los cuales se hace referencia en la reiterada jurisprudencia de la Corte, cuando se trata de asuntos pensionales, están contemplados en las normas pertinentes, lo que ha efectuado nuestro máximo órgano de cierre en materia constitucional es interpretarlos y recopilarlos con el fin de facilitar su entendimiento y aplicación por parte de las autoridades con injerencia en tales asuntos. Esos plazos, que se repite, tienen origen en la Ley, no son producto del capricho o la improvisación, por el contrario, son el resultado de un acucioso examen de los procedimientos internos que se deben realizar en las entidades pertinentes con miras al reconocimiento de tales prestaciones. Ello implica en la mayoría de las veces, reconstruir toda una historia laboral que se remonta muchos años atrás, la más de las veces, con cotizaciones en diferentes entidades e incluso a diferentes fondos o administradores de pensiones. Si además, añadimos que en algunas oportunidades se requiere tramitar lo que se ha dado en llamar bonos pensionales, con intervención de varias autoridades, entre ellas el mismo Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es perfectamente entendible que se hayan establecido unos lapsos acordes con los trámites que es necesario verificar antes de reconocer o no el derecho a una pensión. De manera general, se ha especificado, como se entendió en la providencia proferida en la instancia, que se dispone de hasta cuatro (4) meses para adelantar el procedimiento comentado anteriormente.
Una vez se ha reconocido la pensión, no se puede pensar que automáticamente se produce la inclusión en nómina, debido a que primero se requiere realizar unos procedimientos de verificación, que permitan corroborar que la prestación satisface los presupuestos legales existentes para el efecto, incluso, se debe tener en cuenta el tren administrativo que desarrolla cada una de las entidades, con fechas determinadas para introducir novedades, porque sería ilógico pensar que se debe confeccionar una nómina diferente por cada uno de los pensionados. Proceder de una tal manera, vulneraría incluso principios como la eficacia que señala el derrotero que debe cumplir la administración.
En ese orden de ideas, se tiene que una vez reconocida una pensión, un reajuste o una reliquidación, se dispone de un término que no debe ser superior a dos (2) meses, para que se produzca la incorporación en la nómina y el pago efectivo.

Como se ve, son estas entre otras, las razones para que en el caso particular de las pensiones, se haya decidido por parte del legislador, inaplicar los precisos y cortos términos establecidos en el Código Contencioso Administrativo para satisfacer el derecho de petición entendido en sentido general.

Una vez dilucidado el anterior tema, es necesario entonces mirar la situación planteada en la acción presentada.
Dígase ab initio, que no se puede válidamente concluir que CAJANAL disponía de cuatro (4) meses para responderle al peticionario, habida cuenta que cuando se incoó la petición, ya en efecto se había producido la reliquidación de la pensión.
Con esa premisa en mente, encuentra la Sala en primer lugar, que al haberse proferido la resolución No. 4157 por medio de la cual se reliquidó la pensión del señor HÉCTOR SALAZAR GUTIÉRREZ el catorce (14) de julio de dos mil cinco (2005), a partir de este momento, la entidad accionada contaba con dos (2) meses para producir la incorporación en la nómina del ajuste realizado. Así las cosas, tal plazo venció el día trece (13) de septiembre del mismo año. 

De acoger el criterio esbozado en la sentencia impugnada, al tenerse en cuenta que la petición específica para que se produjera el pago, fue introducida el veintiocho (28) de octubre de ese mismo año, es decir, casi mes y medio después de haber vencido el término para que se cancelaran las mesadas con la inclusión de las modificaciones efectuadas, significaría que el petente nuevamente tendría que esperar otros dos (2) o cuatro (4) meses, para que se le respondiera sobre esa particular solicitud, lo cual obviamente es un contrasentido. Mirado el asunto desde esa óptica, es forzoso colegir que razón le asiste al impugnante, cuando afirma que en este caso particular no había razón para esperar un tiempo superior al que ya en efecto se había aguardado y que, por tanto, la obligación de la entidad accionada era responder dentro de los términos establecidos en el Código Contencioso Administrativo.
Y se llega a tal conclusión, porque de todas maneras, no puede pasar desapercibido para la Sala que la resolución mediante la cual se reliquidó la pensión fue el resultado de un proceso laboral, tal como se desprende de la lectura de la petición elevada
, donde con claridad meridiana aparece que la misma, fue el producto de la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, fechada el catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004). Se evidencia con ello, que ya el actor había tenido que esperar durante un año a que se diera cumplimiento al fallo proferido por la jurisdicción ordinaria. De tal documento, también se desprende que el actor ya había efectuado los cálculos pertinentes, que le permitían vaticinar que la reliquidación se vería reflejada en el mes de octubre del año dos mil cinco (2005).
Así las cosas, debe la Sala colegir que en efecto se ha producido una violación sustancial del derecho de petición por parte de la entidad demandada, es decir, la Caja Nacional de Previsión -CAJANAL-, dado que sin que medie explicación alguna ha omitido realizar los actos a los que está obligada respecto del pago de la reliquidación que ya fue reconocida y que además, no se pronunció dentro del término especificado en la regulación pertinente, sobre la última petición elevada, precisamente fundamentada en el contenido del artículo 23 de la Constitución. Encuentra entonces esta Corporación, que es su deber como juez constitucional, disponer que cese la vulneración de la garantía fundamental afectada.
Necesario es decir, que el Juez de tutela no puede ir hasta ordenar que se haga efectivo el pago de una deuda prestacional con pretermisión del ejecutivo laboral correspondiente, salvo específicos eventos ya contemplados por la jurisprudencia constitucional (como en el caso de la suspensión de pagos en personas de la tercera edad, o cuando está de por medio la afectación del mínimo vital). Así las cosas, lo que se debe entender como materia de protección por medio del derecho de petición, es la obtención de una respuesta de fondo con respecto a las razones por la cuales no se ha cancelado la obligación, lo que en efecto aquí no ocurrido y a esa finalidad específica se orientará este fallo de tutela. 

Corolario de lo expuesto, se ordenará a la señora Gerente General de CAJANAL, que en el improrrogable término de dos (2) días hábiles, contados a partir de la notificación del presente fallo, proceda a informar al accionante las razones por las cuales no ha procedido a pagar la reliquidación que le fuera reconocida, y la fecha en que cumplirá con tal obligación. 

8.- DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

Primero: SE REVOCA la decisión proferida por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
Segundo: SE TUTELA el derecho de petición en cabeza del señor HÉCTOR SALAZAR GUTIÉRREZ y subsiguientemente, se ordena a la señora Gerente de CAJANAL, que en el improrrogable plazo de dos (2) días, contados a partir del momento de notificación del presente fallo, proceda a informar al accionante las razones por las cuales no ha efectuado el pago de la reliquidación que le fuera reconocida, y la fecha en que cancelará el reajuste que de su pensión se hiciera mediante la resolución No. 4157 del 14 de julio de 2005.
Tercero: Una vez ejecutoriada esta providencia, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Cfr. Folio 3
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